
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:
Sentencia  - 1ª instancia - 17 de mayo de 2017

Proceso:    
Acción de Tutela – Niega el amparo solicitado

Radicación Nro. :
66001-22-13-000-2017-00474-00

Accionante: 
JAVIER ELÍAS ARIAS IDÁRRAGA
Accionado:
JUZGADO CUARTO CIVIL DEL CIRCUITO DE PEREIRA y otro

Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 
DERECHO AL DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / INEXISTENCIA DE LA SITUACIÓN ARGÜIDA / NIEGA. [C]on la información suministrada por el despacho judicial demandado, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, pues si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto no hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado negó el recurso de apelación que pretende sea reconocido por esta vía, situación que no corresponde a la realidad. En efecto, lo que enseñan las copias enviadas (f. 8 a 12), es que en cumplimiento de una acción de igual estirpe, el Juzgado dejó sin efectos el auto que había inadmitido la demanda popular y procedió a su admisión el día 4 de mayo de 2017, notificado al interesado por estado el día siguiente, lo que deja ver que la cuestión ahora alegada cae por su propio peso. De manera que los hechos plasmados en la presente acción de tutela, no tienen similitud con lo que realmente ocurre en la acción popular. En conclusión, como la queja obedece a una situación inexistente, según viene de precisarse, se negará la solicitud invocada.

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

           SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, mayo diecisiete de dos mil diecisiete
Expedientes:  66001-22-13-000-2017-00474-00

Acta N° 255 de mayo 17 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, propuesta por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito y el agente del Ministerio Público de esta ciudad, a la que fue vinculada la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, impetra esta acción contra el despacho judicial en cita y el Ministerio Público, por la presunta violación de sus “garantías procesales, debido proceso, igualdad… principio constitucional de la doble instancia” . 

Como consecuencia de ello, pide que se le ordene al Juzgado concederle el recurso de apelación que interpuso contra el auto que rechazó la acción popular radicada con el número “2016-641”; que el procurador delegado demuestre cómo satisface sus garantías procesales en ese asunto y si cumple con las Leyes 734 y 472.
Narra en su escrito que el Juzgado rechazó la anunciada demanda y se ha negado a conceder la alzada frente a ese proveído, pese a que es una actuación de doble instancia, acorde con el CGP y según lo tiene dicho la Sala Plena del Consejo de Estado.

Se dispuso el trámite de rigor con la vinculación de la Defensoría del Pueblo. 

El Juzgado remitió las copias solicitadas. La procuradora regional, señaló que su intervención se limita a la protección de los derechos colectivos. 

CONSIDERACIONES
La acción de tutela se constituye en un medio ágil y expedito para que toda persona pueda reclamar ante los jueces, en cualquier momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, si ellos son vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



En el caso presente, se acude en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, bajo la premisa de que el Juzgado, con aparente desconocimiento de lo que tiene definido el Consejo de Estado, no concede el recurso de apelación frente al auto que rechazó la acción popular atrás referida.
  



Sin embargo, con la información suministrada por el despacho judicial demandado, es claro que el amparo propuesto está llamado al fracaso, pues si una acción de esta estirpe tiene como objetivo la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales cuando se vean resquebrajados por acciones u omisiones de parte de quien se demanda, en el caso concreto no hay de dónde colegir una situación semejante, por cuanto de lo que se duele el accionante es de que el juzgado negó el recurso de apelación que pretende sea reconocido por esta vía, situación que no corresponde a la realidad.

 



En efecto, lo que enseñan las copias enviadas (f. 8 a 12), es que en cumplimiento de una acción de igual estirpe, el Juzgado dejó sin efectos el auto que había inadmitido la demanda popular y procedió a su admisión el día 4 de mayo de 2017, notificado al interesado por estado el día siguiente, lo que deja ver que la cuestión ahora alegada cae por su propio peso. 




  



De manera que los hechos plasmados en la presente acción de tutela, no tienen similitud con lo que realmente ocurre en la acción popular. En conclusión, como la queja obedece a una situación inexistente, según viene de precisarse, se negará la solicitud invocada.
  



En cuanto al Ministerio Público, surge evidente  la improcedencia de la acción, ya que no se arrimó prueba alguna que demuestre que a ese órgano de control se le haya elevado petición sobre sus actuaciones dentro de la demanda popular de que trata este asunto, que hubiera sido negada. Es decir, que el accionante ha omitido ventilar la situación frente al mismo organismo, antes de acudir a esta especial vía, que al decir del numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991 es subsidiaria y solo puede tener cabida en la medida en que se hayan agotado todos los medios que el afectado tenga a su disposición.  

    



Se absolverá a la Defensoría del Pueblo, por no hallarse de su parte vulneración alguna frente a los derechos invocados.
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se NIEGA el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito.
Se declara improcedente en lo que al Ministerio Público se refiere. 
 



Se absuelve a la Defensoría del Pueblo Regional Risaralda.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS  

  DUBERNEY GRISALES HERRERA  

  







Con aclaración de voto
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